En la Ciudad de Mar del Plata, a los 10 días del mes de setiembre del año dos mil nueve, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa A-1461-AZ0 “RIGADA ALEJANDRO OSCAR Y RAMIRO c. PATRULLA RURAL DE OLAVARRIA s. AMPARO”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Mora, Sardo y Riccitelli, y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES

I. A fs. 21/25, con fecha 10-06-2009, la titular del Juzgado de Responsabilidad Penal Juvenil N° 1 del Depto. Judicial Azul rechazó in limine la presente acción de amparo promovida por los Sres. Alejandro Oscar Rigada y Ramiro Rigada, con costas a los actores vencidos.

Asimismo, reguló honorarios profesionales a favor del Dr. Federico Donovan en la suma de pesos mil ochocientos veinte ($ 1.820,=), con más el 5 % legal [art. 12 inc. a) de la ley 6716].

II. El 11-06-2009 la parte actora se notificó del fallo reseñado (cfr. cédula de notificación de fs. 26/27) y, con fecha 16-06-2009, interpuso en su contra recurso de apelación fundado (v. escrito de fs. 29/30).

III. Por auto de fs. 31 el a quo concedió el recurso interpuesto y ordenó la elevación de las presentes actuaciones ante este Tribunal de Alzada.

IV. Puestos los autos al Acuerdo para Sentencia (cfr. fs. 35), corresponde plantear la siguiente:

CUESTION

¿Es fundado el recurso de apelación interpuesto a fs. 29/30?

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Mora dijo:

I.1. Al exponer los motivos que la llevaron a rechazar in limine la demanda ventilada en autos, la magistrado de grado comenzó por recordar que no corresponde a los jueces ocuparse de la seguridad en las calles, ni de las decisiones en el ámbito económico, pues para ejecutar dicha labor se encuentra organizado un sistema de gobierno basado en las decisiones de la mayoría.

Aclarado ello, destacó que el art. 9 de la ley 13.928 establece que si la acción de amparo fuese manifiestamente inadmisible, el juez, mediante acto fundado, la rechazará sin sustanciación, ordenando el archivo de las actuaciones.

Partiendo de tal previsión legal, adelantó que en el  caso ventilado en autos se configura un supuesto de improponibilidad objetiva de la demanda.

Expresó que la acción de amparo resulta improponible cuando el objetivo jurídico perseguido esté excluido de plano por la ley, en tanto ésta impide explícitamente cualquier decisión al respecto, o cuando la improcedencia derive de la inidoneidad, juzgada en abstracto, de los propios hechos en que se funda la demanda (causa pretendi), los que no son aptos para obtener una sentencia favorable.

Expuso –con transcripción de textos de la materia que identifica- que si el objeto o la causa en que se sustenta la acción o pretensión se exhiben constitutivamente inhábiles para hacerse audibles, de disponerse su sustanciación se daría lugar a un proceso infecundo, que habría nacido frustrado ab origine.

Aclarado lo anterior, puso de relieve que la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en el marco de una acción de amparo promovida por un particular a fin de que se haga efectivo su derecho a la seguridad pública y se tutele su integridad y la de toda la población, adoptándose medidas adecuadas, eficientes y urgentes para lograr el correcto funcionamiento de las fuerzas de seguridad, expuso que la razón de ser de la institución del amparo no es la de someter a la supervisión judicial el desempeño de los funcionarios y organismos administrativos, ni el contralor del acierto o error con que ellos cumplen las funciones que la ley les encomienda, sino la de proveer un remedio contra la arbitrariedad de aquellos actos que puedan lesionar los derechos y garantías reconocidos por la Constitución Nacional (Fallos 327:2512).

Adunó que la mayoría del Superior Tribunal Provincial, siguiendo el criterio sentado por la Corte Nacional en la causa citada, en un proceso de amparo iniciado por juntas vecinales de San Isidro contra la Provincia de Buenos Aires con la finalidad de que, ante el mal desempeño de la Policia Bonaerense, se garantice el derecho a la vida, la integridad física, la libertad ambulatoria y la propiedad, decidió que cuando el demandante no puede expresar un agravio diferenciado respecto de la situación en que se hallan los demás ciudadanos, el daño es abstracto, no pudiendo fundarse la legitimación para accionar en el interés general en que se cumpla con la Constitución y las leyes (S.C.B.A. causa B 65.100 “Acción de Amparo contra Estado de la Provincia de Buenos Aires”, sent. de 10-X-2007).

Así, con fundamento en las construcciones jurisprudenciales reseñadas, el juez de primera instancia concluyó que correspondía rechazar in limine el presente amparo.

2. En su memorial de agravios de fs. 29/30, los demandantes expresan que la presente acción de amparo tiene por objeto revertir el grave cuadro de inseguridad que los aqueja y que esta situación disvaliosa es el correlato de la omisión de la demandada en arbitrar recurso materiales y humanos para realizar actividades de prevención general del delito en la zona rural del Partido de Olavarría, tal como lo dispone la Ley Orgánica de la Policía de la Provincia de Buenos Aires N° 9.551.

Postulan, contrariamente a lo sostenido por el a quo, que los hechos y las omisiones denunciadas como base de la demanda entablada, evidencian motivos suficientes para sospechar un grave incumplimiento de la función policial a cargo de la demandada y la simétrica creación de circunstancias anormales y propicias para favorecer la inseguridad.

Agregan que las circunstancias disvaliosas denunciadas son consecuencia de la conducta omisiva que se imputa a la Administración, lo que –según alega- los obliga a soportar el peligro de sufrir una lesión en sus bienes jurídicamente tutelados y a defenderse directamente, en forma personal.

Declaman que la situación de peligro descripta los lleva a propiciar que la Justicia intervenga y ejerza el control de legalidad sobre la esfera de discrecionalidad de los responsables de la seguridad pública, pues no se discute ninguna atribución política o funcional, sino que se pretende evitar las consecuencias dañosas de un ejecicio indebido u omisivo de la función de seguridad.

Revelan que la acción de amparo es un medio del que disponen los particulares en el ámbito de la Justicia, que permite a éstos impugnar tanto la actividad como la omisión de la demandada, a fin de que la autoridad oficial competente, una vez emplazada por la judicatura, rectifique su proceder.

Destacan que la posibilidad de controlar a la Administración a través del Poder Judicial, cuando media violación de un derecho subjetivo, puede desenvolverse con precisión y rapidez, incluso en casos de urgencia y gravedad.

Finalmente apunta que el agotamiento de la instancia administrativa, como requisito ineludible de la admisibilidad de la acción de amparo, es consecuencia del principio de división de los distintos poderes del Estado y de la limitación que la Constitución Nacional impone a las competencias de cada uno de ellos; “… mas no es una condición dirimente de la vía elegida cuando de la protección de los derechos individuales se trata y ha sido la propia demandada a través de su representante local quien rehusó atender el reclamo...” (cfr. fs. 30 vta.).

II. El recurso no es de recibo.

1. A fin de dar adecuado tratamiento al embate dirigido a cuestionar la decisión de rechazar in limine la presente acción de amparo, corresponde reseñar en lo sustancial los términos del escrito de demanda, lo que permitirá visualizar la lesión de derechos constitucionales alegada por los amparistas y, así, el objeto del presente proceso.

Del escrito inicial de fs. 7/10 resulta que los Sres. Alejandro Oscar Rigada y Ramiro Rigada articularon acción de amparo contra la Provincia de Buenos Aires y “… los particulares no identificados que deambulan por los caminos vecinales del Partido de Olavarría portando y ostentando armas de fuego, cazando a bala en el dominio público y dentro de nuestras propiedades y cometiendo delitos de abigeato y robo agravado en nuestro perjuicio y de nuestros vecinos…”, con el objeto de que se ordene al Ministerio de Seguridad que arbitre las instrucciones y los recursos materiales y humanos necesarios e imprescindibles para que la policía de seguridad local, denominada “Patrulla Rural del Partido de Olavarría”, ejerza efectivamente la función de prevención general del delito en el ámbito rural de dicho distrito (cfr. fs. 7 y vta.).

Al desarrollar el sustento fáctico del reclamo incoado, los actores relataron que son propietarios de los fundos y establecimientos rurales denominados “Las Chacras” y “Don Dionisio”, próximos al casco urbano de la ciudad de Olavarría, y que en oportunidad de transitar los caminos que conducen a sus propiedades han constatado, en diversas ocasiones, la presencia de personas que ostentan armas de fuego en la vía pública y cometen hechos criminales en su perjuicio y de los vecinos del lugar (v. fs. 7).

Expusieron que con fecha 12-05-2009 sufrieron “… la muerte de dos bovinos a bala y el intento de sustracción de las reses…” y que denunciaron estos hechos ante la policía de seguridad rural (cfr. fs. 7).

Narraron que el 16-05-2009, conjuntamente con el Dr. Federico Donovan, se presentaron en la sede local de la Patrulla Rural de Olavarría, a fin de hacer entrega al personal policial de una nota denunciando los sucesos disvaliosos descriptos y que el Capitán Borra –a cargo de la citada dependencia- se rehusó a recibir el documento en cuestión (cfr. fs. 7 y vta.).

Argumentaron que la presencia de personas armadas, en las condiciones y circunstancias apuntadas, y los hechos criminales que denuncian haber padecido, permiten presumir una omisión manifiesta de la demandada en el cumplimiento de los deberes inherentes a la prevención del delito.

Solicitaron, a fin de proteger sus derechos constitucionales, que se requiera un informe al Ministerio de Seguridad respecto del protocolo de medidas de prevención ordenadas a la Policía de Seguridad local y sobre los medios humanos y materiales asignados a los efectos de cumplirlo para que, de tal manera, el a quo tenga la posibilidad de controlar la razonabilidad del ejercicio de la función esencial de seguridad y, eventualmente, resuelva ordenar las medidas correspondientes para que la Provincia de Buenos Aires adopte las decisiones necesarias en materia de seguridad para hacer cesar y prevenir la comisión de los ilícitos relatados (cfr. fs. 8 y vta.).

Enlazado con lo anterior, solicitaron que se ordene a la demandada la adopción de todos los medios a su alcance para garantizar la seguridad de las personas y los bienes amenazados, “… asignando medios a las autoridades locales para que practiquen el control de vehículos y la identificación de personas que en actitud sospechosa deambulen por la zona rural y los caminos vecinales; verifiquen el cumplimiento de la normativa legal y reglamentaria sobre armas de fuego; hagan cesar la intimidación y presión moral a la que estamos expuestos los particulares al observar a personas que hacen ostentación de armas de fuego en la vía pública; efectúen el control de permisos de caza y prevengan la comisión de ilícitos penales…” (cfr. fs. 9).

Finalmente, hicieron hincapié en que el reclamo administrativo previo no resulta necesario cuando media una clara omisión del Estado, revelada por los hechos delictivos narrados, que hace presumir la ineficacia cierta del procedimiento, transformándolo en un mero ritualismo, máxime cuando el funcionario policial competente –Capitán Borra- se negó a recibir documentación que daba cuenta de los referidos hechos ilícitos (cfr. fs. 10).

2. Merced a una detenida lectura del fallo cuestionado surge que la magistrada de la instancia anterior -con cita de precedentes jurisprudenciales emanados de la Corte Suprema de Justicia de la Nación y de la Suprema Corte Provincial- juzgó que, ante la ausencia de un interés concreto, inmediato y sustancial que permita considerar al pleito como un caso, los amparistas carecen de legitimación para incoar la presente acción constitucional (cfr. fs. 23/24vta.).

Frente a tal razonamiento y pese a la censurable técnica recursiva desplegada por los apelantes, del memorial de agravios obrante a fs. 29/30 se advierte que los actores sostienen que los hechos y las omisiones denunciadas como base de su reclamo evidencian un grave incumplimiento por parte de la Administración en su deber de seguridad, lo que los obliga a soportar el peligro de sufrir una lesión actual en sus bienes jurídicamente tutelados y a defenderse personalmente (cfr. fs. 29 y vta.).

Con todo, cabe liminarmente recordar, que el interés suficiente de la parte actora para instar el pronunciamiento judicial requerido importa un componente esencial del litigio que no puede ser soslayado (arg .doct. C.S.J.N. Fallos 275:282; 308:1489; 313:863 y 323:1339).

Los accionantes sostienen, en su escrito liminar, que la Provincia de Buenos Aires ha incumplido con su deber de brindar seguridad en el ámbito rural del Partido de Olavarría, omitiendo arbitrar las instrucciones y los recursos materiales y humanos necesarios e imprescindibles para que la policia de seguridad local, denominada “Patrulla Rural de Olavarría”, ejerza efectivamente la función de prevención general del delito (cfr. fs. 7).

De las circunstancias fácticas narradas en dicha pieza, resulta que los amparistas, al describir las lesiones a sus derechos constitucionales que los llevaron a interponer la presente acción constitucional, alegan que “… a la serie de hechos delictuosos padecidos desde tiempo atrás (robo de cilindros de molinos y abigeato, denunciados oportunamente ante las autoridades prevencionales y la justicia)…” debe agregarse “… la muerte de dos bovinos a bala y el intento de sustracción de las reses…”, acaecidos –según sus dichos- el 12-05-2008. Asimismo, en el escrito presentado con fecha 18-08-2009 ante este Tribunal, agregaron que el Sr. Alejandro Rigada fue víctima del “… corte de la alambrada perimetral de un potrero en tres sectores diferentes…” (cfr. fs. 7 y escrito de fs. 43).

En virtud de tales acontecimientos, los accionantes solicitan que se ordene a la Provincia de Buenos Aires adoptar “… todos los medios a su alcance para garantizar la seguridad de las personas y los bienes amenazados, principalmente: asignando medios a las autoridades locales para que practiquen el control de vehículos y la identificación de personas que en actitud sospechosa deambulen por la zona rural y los caminos vecinales; verifiquen el cumplimiento de la normativa legal y reglamentaria sobre armas de fuego; hagan cesar la intimidación y presión moral a la que [están] expuestos los particulares al observar a personas que hacen ostentación de armas de fuego en la vía pública; efectúen control de permisos de caza y prevengan la comisión de ilícitos penales…”, todos descriptos en la demanda (cfr. fs. 9). En definitiva, reclaman que se ordene a la accionada arbitrar los recursos materiales y humanos necesarios para ejercer efectivamente la función de prevenir el delito en la zona en cuestión (v. fs. 10 vta.).

Para brindar sustento a la acción de amparo, la conculcación de las garantías constitucionales denunciada por los actores debe encontrar adecuado y posible remedio en las acciones cuya condena constituye el objeto del remedio jurisdiccional propugnado, pues de tal vinculación surge el interés suficiente para reclamar, presupuesto necesario de toda demanda encaminada a obtener un pronunciamiento jurisdiccional.

Confrontando las lesiones denunciadas por los amparistas como inferidas a su derecho constitucional de propiedad –sustracción de objetos y ganado y daños a un alambrado perimetral- con el objeto que persiguen merced la acción promovida, no se advierte la presencia de un interés suficiente que los habilite a reclamar un pronunciamiento jurisdiccional en el sentido y con el alcance propuestos; ello así, pues de los hechos disvaliosos que alegan haber sufrido, no puede desprenderse válidamente la existencia de un agravio jurídico que les permita peticionar que se adopten, en la totalidad de la zona rural del Partido de Olavarría, mecanismos policiales idóneos para prevenir las actividades ilícitas descriptas, desde que las medidas de seguridad cuya adopción por la Provincia de Buenos Aires pretenden exceden largamente la reparación o el cese de los perjuicios relatados en la demanda de fs. 7/10.

La legitimación exigible a quien se presenta ante el poder jurisdiccional en procura de justicia ha de estar vinculada a la alegación de una afectación o perjuicio en su círculo de intereses tutelados por el ordenamiento, que -de un lado- posea una conexión con la conducta tildada de ilegítima o indebida del accionado y -del otro- sea susceptible de reconocerse, restablecerse o repararse, mediante el remedio propugnado (cfr. Corte Suprema de Justicia de los Estados Unidos in re Allen vs. Wright, 478 U.S. 737 (1984); cfr. S.C.B.A. causa B. 62.599 “R.L.N.”, sent. de 5-IV-2006, voto del doctor Soria).
Si bien es cierto que los accionantes dan cuenta del acaecimiento de hechos ilícitos perpetrados contra otros vecinos de la referida zona rural (cfr. fs. 7 y 43 vta.), ello no empece el razonamiento propuesto, pues la presente acción fue incoada por Alejandro Oscar Rigada y Ramiro Rigada por derecho propio, sin invocar representación alguna que permita sopesar los perjuicios recibidos por terceros ajenos a la litis.

No paso por alto que los amparistas manifestaron que el personal policial a cargo de la Patrulla Rural de Olavarría se rehusó a recibir una nota donde se denuncia el acaecimiento de los hechos ilícitos descriptos en el escrito postulatorio. Empero dicha omisión -de un lado-, no autoriza a presumir el incumplimiento del deber de seguridad en la totalidad de la zona rural del Partido de Olavarría, y, del otro, no importa un obstáculo insalvable para incitar la intervención pública frente a los acontecimientos disvaliosos en cuestión, pues si los amparistas se consideran lesionados por un delito tienen la facultad de denunciarlo, no sólo frente la autoridad policial, sino también ante el Juez y el Ministerio Público, en virtud de lo establecido por el art. 285 del C.P.P. (argto. doct. S.C.B.A. causa Ac. 87.328 “Cereales Salto S.A.”, sent. de 1-XI-2006).

III. Si lo expuesto es compartido, propongo al Acuerdo rechazar el recurso de apelación en estudio, con costas de alzada por su orden (arts. 18 de la Constitución Nacional; 166 y 171 de la Constitución Provincial; 5, 8 y 19 de la ley 13.928 y 68 del C.P.C.C.).

Voto a la cuestión planteada por la negativa.
Los señores Jueces doctora Sardo y doctor Riccitelli, por idénticos fundamentos a los brindados por el Señor Juez doctor Mora, votan la cuestión planteada también por la negativa.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente:

SENTENCIA

1. Rechazar el recurso de apelación intentado por los amparistas a fs. 29/30 y, por ende, confirmar el pronunciamiento de fs. 21/25. Las costas de Alzada se imponen en el orden causado (arts. 5, 8 y 19 de la ley 13.928 y 68 del C.P.C.C.).

2. Estése a la regulación de honorarios que por trabajos de alzada se practica por separado.

Regístrese y notifíquese. Por Secretaría, devuélvanse las actuaciones al juzgado de origen. Fdo: Dres. Roberto Daniel Mora – Adriana M. Sardo - 
Elio Horacio Riccitelli – María Gabriela Ruffa, Secretaria.
